
NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia

JUZGADO : 4  Juzgado Civil de Santiagoº

CAUSA ROL : C-5469-2021

CARATULADO :  DEL  PERO/FISCO  /  CONSEJO  DE 

DEFENSA DEL ESTADO

Santiago, veinte de octubre de dos mil veintitr sé

VISTO:

A folio 1 comparece la abogada Carmen Gloria De La Maza Palma, con 

domicilio  en  Paseo  Phillips  N  451,  oficina  1804,  comuna  de  Santiago,  en°  

representaci n  de  SILVIA  LIDUVINA  DEL  PERO  BUSTOS,  pensionada,ó  

domiciliada en Laguna Reda, pasaje 21, casa 2382, Concepci n; BENEDICTAó  

GEORGINA DEL PERO BUSTOS, pensionada, domiciliada en Volc n Antucoá  

N  415, San Pedro de la Paz; BRISELA DEL ROSARIO DEL PERO BUSTOS,°  

comerciante, con domicilio en Pasaje Siete casa N  2180 interior, Laguna Reda°  

dos, Concepci n; NANCY MARIANELA DEL PERO BUSTOS, empleada, conó  

domicilio  en  Laguna  Reda,  pasaje  21  casa  N  2382,  Concepci n;  CESAR° ó  

RICARDO DEL PERO BUSTOS, empleado, con domicilio en Laguna Reda, 

pasaje 21 casa N  2382, Concepci n; JOHNNY JORGE DEL PERO BUSTOS,° ó  

con domicilio en Padre Alberto Hurtado N  1980, Lagunilla Norte, Coronel; y°  

PATRICIA  JEANNETTE  DEL  PERO  BUSTOS,  empleada,  domiciliada  en 

pasaje Calbuco, casa N  2125, comuna de Puente Alto; e interpone demanda en°  

juicio ordinario de indemnizaci n de perjuicios en contra del FISCO DE CHILE,ó  

representado por el presidente del Consejo de Defensa del Estado Juan Antonio 

Peribonio Poduje, ignora profesi n u oficio, domiciliado en Agustinas N  1225,ó º  

piso 4, comuna de Santiago, a objeto que sea condenado al pago de la suma de 

$700.000.000, por concepto del da o moral que han padecido sus representadosñ  

con  ocasi n  de  los  hechos  cometidos  por  agentes  del  Estado  en  contra  deló  

hermano de todos ellos, Jos  Antonio Del Pero Bustos, o bien, en su defecto, a laé  

suma de dinero que este tribunal en justicia considere adecuada, cantidad que 

deber  ser  reajustada  de  acuerdo  a  la  variaci n  del  ndice  de  Precios  alá ó Í  

Consumidor (IPC), desde la fecha en que la sentencia quede ejecutoriada y el 

pago efectivo de la indemnizaci n que en definitiva se establezca, junto con losó  

intereses  legales correspondientes durante el  mismo per odo y las  costas  de laí  

causa.

Manifiesta  que  el  Estado  de  Chile  espont neamente,  ha  reconocido  suá  
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responsabilidad en forma expresa a trav s del Informe de la Comisi n Nacionalé ó  

de Verdad y Reparaci n respecto de Jos  Antonio Del Pero Bustos, quien murió é ó 

el d a 19 de septiembre de 1973 a las 6:00 horas, en la v a p blica por heridasí í ú  

m ltiples de bala, seg n indica el certificado m dico de defunci n del Institutoú ú é ó  

M dico Legal, entregado a la familia. A ade que el informe de autopsia se alaé ñ ñ  

que el cuerpo de la v ctima presentaba 37 impactos de bala y que ingres  alí ó  

establecimiento en calidad de N.N.,  enviado por el  Ret n de Carabineros  deé  

Huechuraba.

Refiere  que  considerando  los  antecedentes  reunidos  y  la  investigaci nó  

realizada por la Corporaci n, el Consejo superior lleg  a la convicci n de queó ó ó  

Jos  Antonio Del Pero Bustos fue ejecutado por agentes del estado al margen delé  

proceso legal, mientras lo manten an privado de libertad, siendo este motivo porí  

el cual se lo declar  v ctima de violaci n a los derechos humanos.ó í ó

Transcribe el relato de la hermana Silvia Del Pero, quien se ala que Josñ é 

siempre fue muy trabajador, que viv an en el campo, en Concepci n, inmersos ení ó  

la extrema pobreza, y que al ser tantas las carencias, Jos  viajo a Santiago, un a oé ñ  

antes que lo mataran, en busca de oportunidades para poder ayudar a toda la 

familia,  envi ndole  luego  a  su  madre  y  resto  de  familia,  dinero,  alimentos  yá  

regalos, convirti ndose as  en el proveedor de aquella. Refiere que en septiembreé í  

de  1973,  Jos  les  hab a  contado que  ten a  pareja  y  que  estaba  embarazada,é í í  

esperando el resto de grupo familiar poder conocerla, lo cual, sin embargo, nunca 

aconteci .  Expresa  que  en  septiembre  del  a o  1973  alguien  comunic  a  susó ñ ó  

padres que a Jos  lo hab an detenido y que luego de una b squeda de l ené í ú é  

diversos lugares, lo encontraron en una morgue envuelto en una bolsa de pl stico,á  

sin dedos y con su cara destrozada, con 37 impactos de bala lo cual revelar a– í  

ensa amiento- y que los militares obligaron su entierro en el patio 29, en una fosañ  

com n.ú

Sostiene que los demandantes han tenido que soportar durante m s de 40á  

a os el injusto tratamiento del Estado de Chile en esta materia, consistente enñ  

impunidad y mentiras.

Asegura  que  el  dolor  y  duelo  que  les  provoc  a  sus  representados  loó  

relatado, nunca lo han podido superar, siendo incalculable el da o irrogado. ñ

Realiza una exposici n sobre la caracterizaci n del da o en la familia y susó ó ñ  

roles reproduciendo lo manifestado por el Centro de Salud Mental y Derechos 

Humanos  (Cintras)  respecto  del  da o  moral,  social  y  las  secuelas  m dico-ñ é

sicol gicas sufridas por los familiares de detenidos desaparecidos y ejecutados, lasó  

que describe, concluyendo que siendo claro que el hermano de sus mandantes fue 
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afectado en el derecho fundamental y primario a la vida por el Estado, con el 

consiguiente da o moral para su familia merecen esta, de acuerdo con el derechoñ  

y equidad, una reparaci n la que debe implicar el establecimiento de la verdad, laó  

persecuci n y castigo a los culpables y la indemnizaci n por los da os moralesó ó ñ  

sufridos.

En cuanto al  derecho,  sostiene que los hechos  previamente consignados 

forman parte del cat logo de cr menes sancionados por nuestra legislaci n penal,á í ó  

tambi n  lo  son  por  el  derecho  internacional  p blico,  como cr menes  de  lesaé ú í  

humanidad - como una categor a especial de cr menes de derecho internacional.í í

Describe normativa internacional aplicable a la materia indicando que se 

trata de cr menes  ignominiosos e intolerables  para la humanidad como estosí –  

hechos de tortura que ahora se relatan- han hecho surgir un complejo normativo 

especial en el mbito del Derecho Internacional, cuesti n que resulta fundamentalá ó  

a la hora de resolver qu  clase de responsabilidad le cabe al Estado de Chile en elé  

caso de autos, en particular, trat ndose de los cr menes de lesa humanidad deá í  

asesinato, encarcelaci n, tortura y persecuci n por motivos pol ticos.ó ó í

Expone  sobre  la  regulaci n  de  la  responsabilidad  del  Estado  en  laó  

Constituci n Pol tica, se alando que el fundamento b sico de esta responsabilidadó í ñ á  

legal o extracontractual  del Estado est  contenido en diversas disposiciones deá  

rango constitucional, supra constitucional y tambi n legal, y todas ellas - cuandoé  

menos- son normas propias del mbito del derecho p blico, citando jurisprudenciaá ú  

y doctrina al efecto.

Trat ndose  de  la  responsabilidad  del  Estado  a  la  luz  del  Derechoá  

Internacional,  expresa  que  el  Estado  de  Chile  mediante  la  suscripci n  deó  

declaraciones y convenciones a nivel internacional, as  como concurriendo con suí  

voto en la aprobaci n de m ltiples resoluciones por parte de la Asamblea Generaló ú  

de las Naciones Unidas y de la Organizaci n de los Estado Americanos, o bienó  

mediante la vigencia de la costumbre internacional y los principios generales del 

derecho reconocidos por las naciones civilizadas (art culo 38 Estatuto de la Corteí  

Internacional  de  Justicia),  as  como  reconociendo  el  Derecho  internacionalí  

imperativo o ius cogens ha ido adquiriendo de forma progresiva una serie de 

obligaciones que responden al deber general de respeto de los derecho esenciales“  

del hombre  por parte de los Estados. Tal obligaci n se desprende del pre mbulo” ó á  

y, entre otros, de los art culos 3.K, 16, 17, 32, 44, 45, 46 y 136 de la Carta de laí  

Organizaci n de los Estado Americanos, en concordancia con los preceptos de laó  

Carta de las Naciones Unidas, de la Declaraci n Americana de los Derechos yó  

Deberes del Hombre, de la Declaraci n Universal de los Derechos Humanos, deló  
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Pacto  de  Derechos  Civiles  y  Pol ticos  y  de  la  Convenci n  Americana  sobreí ó  

Derechos  Humanos.  Todo lo  anterior,  esto es,  el  desarrollo  de  este  complejo 

normativo  conocido  como  Derecho  Internacional  de  los  Derechos  Humanos, 

ciertamente  ha  importado  un  cambio  significativo  en  la  configuraci n  de  laó  

responsabilidad estatal. En concreto, en materia de derechos humanos los Estados 

tienen una obligaci n de resultado, cual es, la efectiva vigencia de los derechos yó  

libertades consagrados en los instrumentos internacionales.

Por otro lado, postula la improcedencia de aplicar las normas y principios 

del derecho privado a los casos de responsabilidad del Estado por delitos de lesa 

humanidad,  indicando  que  la  correcta  resoluci n  del  caso  sublite  requiere  laó  

aplicaci n arm nica de la Constituci n Pol tica, de los tratados internacionalesó ó ó í  

sobre derechos humanos y de la Ley de Bases de la Administraci n del Estado. Aó  

contrario sensu, en este conflicto son improcedentes las reglas propias del derecho 

de da os contenidas en el C digo Civil, toda vez que dicho estatuto como esñ ó –  

f cil comprender  se construye sobre premisas y principios diferentes a los delá –  

derecho  p blico  y  al  Derecho  Internacional  de  los  Derechos  Humanos,ú  

constituyendo un error de l gica y sistem tica jur dica la aplicaci n de normas deó á í ó  

derecho privado a las situaciones en que se persigue la responsabilidad del Estado 

por actos da osos, ya que ambos difieren en su naturaleza y fines, destinado añ  

otras conductas e intereses. Al respecto, pueden revisarse adem s los art culos 26 yá í  

27 de la Convenci n de Viena sobre el Derecho de los Tratados referidos a laó  

obligaci n de cumplir los convenios, y a la imposibilidad de invocar reglas deó  

derecho interno para incumplir un tratado.

Adem s, afirma la imprescriptibilidad de las acciones judiciales en casos deá  

responsabilidad del  Estado por  delitos  de  lesa  humanidad,  sosteniendo que la 

materia de qu  trata la presente causa quede gobernada bajo normas de car cteré á  

p blico e internacional -por sobre las meramente privadas- implica reconocer laú  

autonom a y  org nica  particularidad  del  complejo  normativo  de  los  derechosí á  

humanos,  de  modo  tal  que  no  solo  cabe  afirmar  el  car cter  objetivo  de  laá  

responsabilidad  del  Estado  sino  adem s  la  imprescriptibilidad  de  las  accionesá  

patrimoniales derivadas de las violaciones a los derechos humanos.

Refiere que si bien por un lado es efectivo que en ninguna disposici nó  

expresa  de  la  Convenci n  Americana  se  se ala  de  modo  expreso  laó ñ  

imprescriptibilidad de las acciones civiles, por otra parte, la ausencia de regulaci nó  

jur dica expresa le impone al juez la tarea de interpretar, o m s bien, integrar laí á  

normativa  existente  con  los  correspondientes  principios  generales  del  Derecho 

que, en el caso concreto,  orientan al Derecho Administrativo y en especial al 
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Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

Asevera que la idea de reparaci n se trata de una obligaci n compleja eó ó  

indisoluble constituida por el  deber de investigar  los  hechos,  la  obligaci n deó  

sancionar  a  los  responsables  y  la  obligaci n  de  reparar  adecuadamente  a  lasó  

v ctimas.  Esta  ltima  obligaci n  tiene  que  ser  tratada  como  un  deberí ú ó  

imprescriptible.

Concluye que el fundamento en virtud del cual un Estado queda obligado 

a la ejecuci n de una reparaci n determinada frente a una persona que haya sidoó ó  

v ctima  de  violaciones  a  sus  derechos  fundamentales  mediante  il citos  que  laí í  

conciencia  jur dica  universal  considera  intolerables,  se  rige  por  normas  yí  

principios del derecho p blico e internacional de los derechos humanos lograndoú  

sujetar dentro de sus esferas, por v a de la progresividad normativa, un sistema deí  

responsabilidad aut nomo que se conforma transversalmente desde los primerosó  

acuerdos interestatales sobre el jus in bello.

Cita  abundante  jurisprudencia  de  la  Corte  Suprema  sobre  casos  de 

responsabilidad del Estado por cr menes de lesa humanidad.í

Finalmente, manifiesta que en este caso existe un da o de car cter moralñ á  

que  se  expresa  en dolor,  sufrimiento,  angustia,  sensaci n  de p rdida,  rabia  eó é  

impotencia  ante  la  situaci n  extremadamente  violenta,  injusta  e  ileg tima  queó í  

vivi  la familia de la v ctima consecuencia de su detenci n y posterior ejecuci n.ó í ó ó  

La  dolorosa  situaci n  que  marc  la  vida  de  estos  hermanos,  generandoó ó  

consecuencias con la que han debido convivir desde 1973 hasta ahora. Esto es 

indudablemente  un  da o  moral,  el  cual,  seg n  la  dogm tica  jur dica  y  lañ ú á í  

jurisprudencia  nacional  e  internacional,  amerita  ser  reparado a trav s  de  unaé  

indemnizaci n.ó

A  folio  12 el  demandado  contest  la  demanda,  solicitando  que  seaó  

rechazada en todas sus partes, con costas.

Opone la excepci n de improcedencia de la indemnizaci n, por haber sidoó ó  

preterido legalmente los demandantes, fundada en que la Ley 19.123 constituyó 

un esfuerzo trascendental de reparaci n, pues hizo posible atender a la necesidadó  

de reparar econ micamente a los familiares m s directos, mediante prestacionesó á  

en dinero -preferentemente en cuotas mensuales- con lo que, sin desfinanciar la 

caja fiscal, permiti  y permite que numerosas v ctimas, obtengan mes a mes unaó í  

reparaci n monetaria, sin que por ello el Estado deje de cumplir con sus otrasó  

obligaciones de inter s p blico. Esta forma de pago ha significado un monto ené ú  

indemnizaciones dignas,  que han permitido satisfacer  econ micamente  el  da oó ñ  
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moral  sufrido  por  muchos.  As ,  el  impacto  indemnizatorio  de  este  tipo  deí  

reparaciones  en  bastante  alto.  Ellas  son  una  buena  manera  de  concretar  las 

medidas que la justicia transaccional exige en estos casos, obteni ndose con elloé  

compensaciones econ micas razonables,  que resultan coherentes con las fijadasó  

por los tribunales en casos de p rdidas culposas de familiares.é

Refiere que para que ello fuera viable, se determin  una indemnizaci nó ó  

legal, que opt  beneficiar al n cleo familiar m s cercano; esto es, padres, hijos yó ú á  

c nyuge, pretiriendo al resto de las personas ligadas por v nculos de parentesco oó í  

de  amistad  y  cercan a,  quienes  fueron  excluidas,  sin  perjuicio  de  otrasí  

reparaciones  satisfactivas  a  stos  ltimos,  los  que,  no  obstante  haber  sidoé ú  

descartados de pagos directos en dinero, se les consider  en diversos desagraviosó  

de car cter simb lico y en programas, especialmente de salud, para reparar elá ó  

da o moral.ñ

Se ala  que  ante  el  pretium  doloris,  est  limitada  la  determinaci n  deñ á ó  

quienes son los sujetos de da o por repercusi n o rebote para deducir accionesñ ó  

pecuniarias, pues la extensi n de la reparaci n econ mica debe zanjarse en alg nó ó ó ú  

punto. As , la pretensi n econ mica demandada es improcedente porque en laí ó ó  

especie, existe un sistema legal de reparaci n pecuniaria en el que se excluy  a losó ó  

parientes, siendo titulares de la acci n de reparaci n los afectados directamenteó ó  

por el da o.ñ

Luego,  opone  la  excepci n  de  reparaci n  satisfactiva  se alando  que  eló ó ñ  

hecho que los demandantes no hayan tenido derecho a un pago en dinero, -por la 

preterici n  legal-  no significa  que no hayan obtenido reparaci n  por  el  da oó ó ñ  

sufrido, por lo que alega la satisfacci n de sta.ó é

Sostiene que,  trat ndose  en la  especie  de  un da o extrapatrimonial,  suá ñ  

compensaci n  no  se  desenvuelve  necesariamente  en  el  aspecto  netamenteó  

econ mico, sino que es posible reparar mediante la entrega de otras importantesó  

prestaciones, como aconteci  en el caso de autos, y que vinieron a satisfacer aló  

da o moral sufrido.ñ

Adem s,  opone la  excepci n de prescripci n  de 4 a os,  conforme a loá ó ó ñ  

previsto en los art culos 2332 y 2497 del C digo Civil,  debiendo, a su juicio,í ó  

rechazarse la demanda en todas sus partes.

Indica que tomando en consideraci n la poca de los hechos descritos poró é  

el actor, y aun entendiendo suspendida la prescripci n durante todo el per odo deó í  

la dictadura militar, por la imposibilidad de las v ctimas de ejercer las accionesí  

legales correspondientes ante los tribunales de justicia, a la fecha de notificaci nó  

de la demanda de autos, el 12 de abril de 2021 habr a transcurrido en exceso elí  
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plazo de prescripci n extintiva que establece el art culo 2332 del C digo Civil.ó í ó

En  subsidio,  opone  la  excepci n  de  prescripci n  extintiva  de  5  a osó ó ñ  

contemplada para las acciones y derechos en el art culo 2515, en relaci n con elí ó  

art culo 2514 del C digo Civil, ya que entre la fecha en que se habr a hechoí ó í  

exigible  el  derecho a indemnizaci n y la anotada fecha de notificaci n  de laó ó  

acci n civil que contesto, transcurri  con creces el plazo se alado.ó ó ñ

Arguye que la indemnizaci n de perjuicios, cualquiera que sea el origen oó  

naturaleza de los mismos, no tiene un car cter sancionatorio, de modo que jam sá á  

ha de cumplir  un rol  punitivo para el obligado al pago,  siendo su contenido 

netamente patrimonial, de lo cual derivar a que la acci n destinada a exigirla,í ó  

como toda acci n de esta ndole, est  expuesta a extinguirse por prescripci n, yaó í é ó  

que  a  su  respecto  se  aplican  las  normas  del  C digo  Civil,  lo  que  no  ser aó í  

contrario  a  la  naturaleza  especial  de  la  responsabilidad  que  se  persigue,  por 

pertenecer al mbito patrimonial.á

Alega que no existiendo norma expresa de Derecho Internacional de los 

Derechos  Humanos debidamente incorporada a nuestro ordenamiento jur dicoí  

interno que disponga la imprescriptibilidad de la obligaci n estatal de indemnizar,ó  

y no pudiendo tampoco aplicarse por analog a la imprescriptibilidad penal ení  

materia civil, ser a menester entonces aplicar las normas de los art culos 2332 yí í  

2497 del C digo Civil, los que establecen las reglas sobre la prescriptibilidad de laó  

responsabilidad patrimonial del Estado. 

Cita tambi n profusa jurisprudencia que har a suya las argumentacionesé í  

enunciadas a prop sito de la excepci n de prescripci n. ó ó ó

Precisa que estos programas, incluyen beneficios de salud, gestos simb licosó  

u otras medidas an logas diversas a la simple entrega de una cantidad de dinero.á  

As , al respecto, la llamada Comisi n Verdad y Reconciliaci n, en su Informeí ó ó  

Final,  plante  una  serie  de  propuestas  de  reparaci n ,  entre  las  cuales  seó “ ó ”  

encontraban diversas prestaciones, no solamente pecuniarias, siendo stas ltimasé ú  

reservadas  s lo  para  la  denominada  familia  nuclear,  lo  que  hizo  necesarioó  

considerar otra suerte de medidas para diversos afectados.

En este sentido, indica que la reparaci n a las v ctimas de violaciones a losó í  

derechos  humanos  se  concret  tambi n  por  reparaciones  simb licas,  y  noó é ó  

meramente pecuniaria, a trav s de actos positivos de reconocimiento y recuerdoé  

de los hechos que dieron lugar a aquellas violaciones y que permitieran recuperar 

el honor, dignidad y buen nombre, las que detalla.

Concluye que, entonces, la acci n deducida por los demandantes basada enó  

los mismos hechos y pretendiendo ellas indemnizar los mismos da os que hanñ  
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inspirado precisamente el c mulo de acciones reparatorias ya enunciadas, es queú  

opone  formalmente  la  excepci n de  reparaci n  satisfactiva  por  haber  sido  yaó ó  

indemnizados en cuanto al da o sufrido por la detenci n y prisi n pol tica sufridañ ó ó í  

por su padre, mediante el conjunto de reparaciones de diverso orden, incluyendo 

las simb licas, como se ha se alado precedentemente.ó ñ

Por otra parte, manifiesta que la indemnizaci n del da o puramente moraló ñ  

no se determina cuantificando, en t rminos econ micos, el valor de la p rdida oé ó é  

lesi n experimentada, sino solo otorgando a la v ctima una satisfacci n, ayuda oó í ó  

auxilio que le  permita atenuar el  da o,  morigerarlo  o hacerlo m s soportableñ á  

mediante una cantidad de dinero u otro medio, sin que esto devengue en una 

fuente de lucro o ganancia, estimando que la cifra pretendida por el actor es 

absolutamente excesiva, teniendo presente las acciones y medidas de reparaci nó  

adoptadas por el Estado de Chile en esta materia, y los montos promedios fijados 

por los Tribunales de Justicia. 

Adem s, sostiene que en todo caso que en la fijaci n del da o moral porá ó ñ  

los hechos de autos se debe considerar, en lo que corresponda, los pagos recibidos 

a trav s de los a os por el actor de parte del Estado conforme a las leyes deé ñ  

reparaci n y tambi n los beneficios extra patrimoniales que estos cuerpos legalesó é  

concedieron, pues todos ellos tuvieron por objeto reparar el da o moral, por loñ  

que de no accederse a esta petici n subsidiaria implicar a un doble pago por unó í  

mismo hecho, lo cual  contrar a  los principios jur dicos b sicos del derecho ení í á  

orden a que no es jur dicamente procedente que un da o sea indemnizado dosí ñ  

veces.

A  folio  16 la parte demandante evacu  la r plica reiterando todos losó é  

fundamentos de hecho y de derecho expuestos en el escrito de demanda.

Sobre la excepci n de preterici n de parientes se ala que el razonamientoó ó ñ  

de la contraria razonamiento constituye un error jur dico. Primero, por cuantoí  

violenta  la  regla  general  en materia  de  reparaci n  de  da os  (esto  es:  que  laó ñ  

titularidad  del  derecho  a  ser  indemnizado  pertenece  a  todo  aquel  que  ha 

experimentado los efectos lesivos del acto il cito de forma directa e inmediata);í  

segundo, por cuanto va contra el imperativo constitucional sobre trato igualitario 

y sin discriminaciones arbitrarias (art.  1 ,  inciso 1 ,  de la Carta Fundamental,° °  

junto con el art. 19, N  2, de la misma Norma Fundamental); y, tercero, por°  

cuanto restringe el acceso a la justicia de personas cuya nica pretensi n es abrirú ó  

un proceso ante un tribunal competente destinado a que ste conozca y resuelvaé  

un  determinado  conflicto  de  intereses  de  relevancia  jur dica  (art.  19,  N  3,í °  
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Constituci n Pol tica de la Rep blica). Nada impide que los hermanos Del Peroó í ú  

Bustos puedan accionar ante la jurisdicci n del Estado con miras a demostrar queó  

ellos han experimentado una cierta clase de sufrimiento contraria a derecho y, por 

lo mismo, objeto de una meritoria reparaci n.ó

Respecto a la excepci n reparaci n satisfactiva sostiene que aun estimandoó ó  

valiosos los actos de reparaci n simb lica lo cierto es que ninguno de ellos enó ó  

particular -ni la suma total de esas muchas acciones agota el sentido jur dico de loí  

que debe entenderse por una reparaci n integral. En otras palabras: aquellos actosó  

morales deben ir seguidos, adem s, de otra clase de actos reparatorios de car cterá á  

jur dico,  a  saber,  una  indemnizaci n  pecuniaria  a  favor  de  quien  haí ó  

experimentado  un  sufrimiento  il cito  y,  encima,  una  indemnizaci n  que  seaí ó  

congruente con la intensidad del mal vivido. Como se ve se trata de dos grupos 

distintos  de  actos  reparatorios:  unos  morales  (simb licos)  y  otros  jur dicosó í  

(patrimoniales). Ambos son complementarios y habr n de ir a la par. No puedeá  

sostener que la reparaci n moral excluye a la jur dica y viceversa. Una sin la otraó í  

s lo equivale a una reparaci n parcial e inconclusa.ó ó

En cuanto a la excepci n de prescripci n expresa que la afirmaci n relativaó ó ó  

a que las nicas reglas que existen en Chile para regular la responsabilidad delú  

Estado son aquellas contenidas en el C digo Civil es err nea -en primer lugar-ó ó  

por cuanto trae aparejada la negaci n rotunda de la validez y eficacia de otrasó  

normas jur dicas  de car cter  constitucional,  administrativo e internacional  que,í á  

por lo dem s, ya han sido aplicadas por nuestros tribunales superiores en materiaá  

de violaciones graves a los derechos humanos.

Trat ndose del da o e indemnizaci n reclamada indica que sobre cifras haá ñ ó  

indicado  lo  pertinente  en  el  escrito  de  demanda,  pues  la  ley  procesal  exige 

pretensiones concretas. Por lo dem s, en lo petitorio se ala con claridad si pareceá ñ  

excesivo lo pedido, se condene a la suma que S.S., disponga .“ ”

A folio 19 se recibi  la causa a prueba, fij ndose los hechos sustanciales,ó á  

pertinentes y controvertidos, sobre los cuales deb a recaer.í

A folio 36 se cit  a las partes para o r sentencia.ó í

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que Silvia Liduvina Del Pero Bustos, Benedicta Georgina Del 

Pero Bustos, Brisela Del Rosario Del Pero Bustos, Nancy Marianela Del Pero 

Bustos, Cesar Ricardo Del Pero Bustos, Johnny Jorge Del Pero Bustos y Patricia 

Jeannette  Del  Pero  Bustos,  interponen  demanda  en  juicio  ordinario  de 
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indemnizaci n de perjuicios en contra del Fisco de Chile, por los fundamentos deó  

hecho y de derecho se alados en lo expositivo.ñ

SEGUNDO: Que, el demandado solicit  ó el rechazo de la demanda en 

virtud de las defensas y excepciones referidas en la parte expositiva de la presente 

sentencia.

TERCERO: Que la parte demandante evacu  la r plica en los t rminosó é é  

indicados en lo expositivo de este fallo. A su vez, el demandado no evacu  eló  

traslado para la d plica que le fuera conferido. ú

CUARTO: Que, con el objeto de fundamentar sus pretensiones, la parte 

demandante acompa  la siguiente prueba documental:ñó

A folio 1

1) Certificado de la Subsecretar a de Derechos Humanos del Ministerioí  

de Justicia y Derechos Humanos, que se ala que Jos  Antonio Del Pero Bustos esñ é  

v ctima calificada de violaci n a los derechos humanos, conforme el Informe de laí ó  

Comisi n Nacional de Verdad y Reconciliaci n.ó ó

2) Certificado de nacimiento de Jos  Antonio Del Pero Bustos.é

3) Certificado de nacimiento de Silvia Del Pero.

4) Certificado de nacimiento de Benedicta Del Pero.

5) Certificado de nacimiento deBrisela Del Pero.

6) Certificado de nacimiento de Nancy Del Pero.

7) Certificado de nacimiento de Cesar Del Pero.

8) Certificado de nacimiento de Johnny Del Pero.

9) Certificado de nacimiento de Patricia Del Pero.

A folio 23

10) Informe de da os emitido por Javier Castro Alfaro,  psic logo delñ ó  

programa PRAIS a nombre de Patricia Jeanette Del Pero Bustos. 

11) Informe de da os emitido por Ximena Campos Tiznado, psic logañ ó  

del programa PRAIS, a nombre de Silvia Del Pero Bustos.

12) Sentencia dictada por la Corte Suprema, en la causa Rol 22856-

2015.

13) Sentencia  de la  Corte  Interamericana  de Derechos  Humanos,  de 

fecha 29 de noviembre de 2018, en causa caratulada rdenes Guerra y otros vs“Ó  

Chile , Rol CDH-2-2017.”

14) Informe de la Fundaci n de Ayuda Social de las Iglesias Cristianas,ó  

(FASIC), denominado Consecuencias de la desaparici n forzada, sobre la salud“ ó  

en familiares de detenidos desaparecidos , del mes de agosto de 2003. ”
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15  Informe del Programa de Asistencia Integral de Salud, PRAIS, del 

Ministerio de Salud, denominado Norma t cnica para la atenci n de salud deé ó  

personas afectadas por la represi n pol tica ejercida por el Estado en el periodoó í  

1973-1990. 

16) Informe del Instituto Latinoamericano de Salud Mental y Derechos 

Humanos,  ILAS,  denominado Efectos  f sicos  y ps quicos  en los familiares  de“ í í  

v ctimas de violaciones de derechos humanos , suscrito por la directora ejecutiva,í ”  

Elena G mez Castro, de enero de 2018.ó

QUINTO: Que, adem s, a folio 34 la parte demandante rindi  pruebaá ó  

testimonial  haciendo comparecer  a  Ada Patricia  V squez  Sep lveda,  quien  alá ú  

punto 1 declar  que para el golpe militar viv an en la misma casa con su familia yó í  

la familia Del Pero Bustos, en Concepci n, y que Jos  Antonio Del Pero se hab aó é í  

ido a trabajar a Santiago por la necesidad de alimentos de sus hermanos y padres, 

ya que era el hermano mayor. Agrega que lo mataron el 19 de septiembre de 

1973 la polic a o los carabineros.í

Se ala que su familia sufri  mucho por la muerta de Jos  Antonio, ya queñ ó é  

tambi n  era  su  proveedor,  por  lo  que  los  actores  quedaron  abanados,  siné  

protecci n y con el dolor de haber perdido a su hermano.ó

Al punto 2 manifiesta que el da o sufrido se produjo porque las hermanasñ  

tuvieron  que  salir  a  trabajar  desde  chicas  para  llevar  alimento  a  su  hogar. 

Vend an en las calles  frutas,  verduras,  dulces o cualquier cosa,  por lo que seí  

vieron afectados sus estudios.

Al punto 3 se ala que los actores psicol gicamente lo pasaron mal y en eseñ ó  

tiempo no se iba a m dico, por lo que ten an que sanarse solos.é í

SEXTO: Que, sin perjuicio de no haber sido controvertido, del m rito deé  

las probanzas descritas, resulta plenamente acreditada la circunstancia de haber 

sido el hermano de los demandantes v ctima de privaci n de libertad y torturas aí ó  

manos de agentes del Estado, luego del quiebre institucional acaecido en Chile en 

septiembre de 1973.

S PTIMOÉ : Que, conforme a lo establecido precedentemente, resulta clara 

la  responsabilidad  civil  del  Estado  emanada  de  los  hechos  descritos  y  de  la 

intervenci n de sus agentes, considerando en particular lo dispuesto en el incisoó  

primero del art culo 6 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, en cuanto losí ó í ú  

rganos del Estado deben someter su acci n a la Constituci n y a las normasó ó ó  

dictadas  conforme  a ella,  y  garantizar  el  orden institucional  de  la  Rep blica,ú  

disponiendo el inciso final  de la norma citada que la infracci n  de la mismaó  
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generar  las responsabilidades y sanciones que determine la ley; y, adem s, loá á  

dispuesto en el art culo 4 de la Ley 18.575 Org nica Constitucional de Basesí á  

Generales  de  la  Administraci n  del  Estado,  que  se ala  que  El  Estado  seró ñ “ á 

responsable  por los  da os  que causen los  rganos  de la  administraci n  en elñ ó ó  

ejercicio  de sus  funciones,  sin  perjuicio  de las  responsabilidades  que pudieren 

afectar al funcionario que los hubiere ocasionado , responsabilidad que, en todo”  

caso, no ha sido impugnada por el demandado, y que se refleja, adem s, en losá  

beneficios otorgados por la Ley 20.874 a las v ctimas de prisi n pol tica y tortura,í ó í  

reconocidas por el Estado de Chile.

OCTAVO: Que los  vej menes  de que  fue  v ctima el  hermano de  losá í  

demandantes  de  autos  han  sido  calificados  como  delitos  de  lesa  humanidad, 

siendo, a su vez, expresas violaciones a los derechos humanos, seg n lo prevenidoú  

en la Convenci n Americana sobre Derechos Humanos, denominada Pacto deó  

San Jos  de Costa Rica, suscrita por Chile en el a o 1990, en virtud de la cual losé ñ  

Estados Americanos signatarios reconocen, entre otras garant as fundamentales,í  

que toda persona tiene derecho a que se respete su vida, sin que nadie pueda ser 

privado de ella arbitrariamente (art culo 4); que toda persona tiene derecho a queí  

se respete su integridad f sica, ps quica y moral, sin que nadie deba ser sometido aí í  

torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes (art culo 5); queí  

toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales, sin poder ser 

privado de aquella, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano 

por  las  constituciones  pol ticas  de  los  estados  parte  o  por  las  leyes  dictadasí  

conforme  a  ellas,  ni  tampoco  ser  objeto  de  detenci n  o  encarcelamientoó  

arbitrarios (art culo 7); que la familia es el elemento natural y fundamental de laí  

sociedad y debe ser protegida por la sociedad y el Estado (art culo 17); que existeí  

una correlaci n entre deberes y derechos, por lo que toda persona tiene deberesó  

para con la familia, la comunidad y la humanidad, estando limitados los derechos 

de cada persona por los derechos de los dem s, por la seguridad de todos y porá  

las justas exigencias del bien com n, en una sociedad democr tica (art culo 32);ú á í  

que se le reconoce competencia a la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

para que cuando decida que hubo violaci n de un derecho o libertad protegidosó  

por  la  Convenci n,  disponga,  si  ello  fuere  procedente,  que  se  reparen  lasó  

consecuencias de la medida o situaci n que ha configurado la vulneraci n de esosó ó  

derechos y el pago de una justa indemnizaci n a la parte lesionada (art culo 63);ó í  

que la parte del fallo que disponga una indemnizaci n compensatoria se podró á 

ejecutar  en  el  respectivo  pa s  por  el  procedimiento  interno  vigente  para  laí  
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ejecuci n de sentencias contra el Estado (art culo 68 N  2).ó í °

NOVENO: Que, asimismo, conviene consignar que de acuerdo al Pacto 

Internacional  de Derechos  Civiles  y Pol ticos  de la Organizaci n de Nacionesí ó  

Unidas, vigente en Chile desde el a o 1989, los Estados acuerdan que no podrñ á 

admitirse  restricci n  o  menoscabo  de  ninguno  de  los  derechos  humanosó  

fundamentales  reconocidos  o  vigentes  en  virtud  de  leyes,  convenciones, 

reglamentos o costumbres, so pretexto que el Pacto no les reconoce o los reconoce 

en  menor  grado  (art culo  5  N  2);  teniendo  toda  persona  que  haya  sidoí °  

ilegalmente detenida o presa, el derecho efectivo a obtener reparaci n (art culo 9ó í  

N  5).°

D CIMOÉ :  Que,  en  el  marco  del  reconocimiento  de  la  violaci n  deó  

derechos humanos en nuestro pa s por parte de agentes del Estado durante laí  

dictadura militar, se dict  en el a o 1992 la Ley 19.123, mediante la cual se creó ñ ó 

la Corporaci n Nacional de Reparaci n y Reconciliaci n, a la cual,  entre susó ó ó  

diversos  objetivos,  se  le  encomend  especialmente promover la  reparaci n deló ó  

da o moral de las v ctimas de violaciones a los derechos humanos o de violenciañ í  

pol tica.í

A su vez, la Ley 19.992 estableci  una pensi n anual de reparaci n enó ó ó  

beneficio de las v ctimas directamente afectadas por violaciones a los derechosí  

humanos  individualizadas  en  el  anexo  "Listado  de  prisioneros  pol ticos  yí  

torturados", de la N mina de Personas Reconocidas como V ctimas, que formaó í  

parte  del  Informe de la  Comisi n  Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura.ó ó í  

Dicha pensi n asciende a una suma que alcanza entre $ 1.353.798 y $ 1.549.422,ó  

seg n la edad del beneficiario, y se reajusta conforme a lo dispuesto en el art culoú í  

14 del Decreto Ley N  2.448, de 1979 o en las normas legales que reemplacen la°  

referida disposici n. Junto a la asignaci n aludida, la ley que se viene rese andoó ó ñ  

tambi n  otorga  a  sus  beneficiarios,  en  car cter  de  gratuitas,  las  prestacionesé á  

m dicas y educacionales que detalla. é

De igual manera, la Ley 20.874 concedi  un aporte nico, en car cter deó ú á  

reparaci n parcial, de 1.000.000, a los titulares individualizados en la N mina deó ó  

Personas Reconocidas como V ctimas del Informe de la Comisi n Nacional sobreí ó  

Prisi n Pol tica y Tortura, bajo las condiciones que se ala, y que ser  imputableó í ñ á  

al monto que, en su caso, se otorgue por concepto de reparaci n pecuniaria aó  

cada v ctima de prisi n pol tica y tortura.í ó í

UND CIMOÉ :  Que  las  leyes  precedentemente  se aladas,  denominadasñ  

“leyes de reparaci nó , si bien son un reconocimiento del Estado de Chile de su”  
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deber  de  reparar  el  da o  causado  a  v ctimas  de  violaciones  a  los  derechosñ í  

humanos o a sus familiares directos, en modo alguno obstan el leg timo derechoí  

de  todo  ciudadano  afectado  por  el  actuar  doloso  de  agentes  del  Estado 

involucrados en una pol tica civil de terror, cual es lo acontecido en la especie, deí  

obtener una indemnizaci n distinta de una reparaci n meramente de car cteró ó á  

asistencial, que es lo que establecen las leyes referidas, conforme al an lisis de susá  

supuestos, renuncias permitidas y equiparidad de beneficios que involucran; sin 

desconocer que tales beneficios constituyen un esfuerzo del Estado por reparar el 

da o moral experimentado, objetivo resarcitorio coincidente con la presente v añ í  

jurisdiccional, pero no incompatible, como se dijo, con la misma.

A mayor abundamiento, los medios voluntarios asumidos por el Estado y 

fijados en las leyes citadas, en modo alguno importan una renuncia o prohibici nó  

para que las v ctimas acudan a la sede jurisdiccional a fin de que sta, por losí é  

medios que autoriza la ley, declare la procedencia de una reparaci n por da oó ñ  

moral.

De acuerdo con lo razonado, proceder  el rechazo de las excepciones deá  

controversia de los hechos, preterici n y de reparaci n integral opuestas por eló ó  

demandado.

DUOD CIMOÉ : Que, en tercer lugar, el demandado opuso la excepci nó  

de prescripci n extintiva, fundada en que la acci n indemnizatoria incoada enó ó  

autos no fue interpuesta y notificada, una vez recuperada la democracia, en el 

plazo de cuatro o cinco a os que disponen, respectivamente, los art culos 2332 yñ í  

2497 del C digo Civil.ó

Sobre lo anterior cabe tener presente lo dispuesto en el art culo 5 de laí  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  que  prescribe  que  el  ejercicio  de  laó í ú  

soberan a  reconoce  como  limitaci n  el  respeto  a  los  derechos  esenciales  queí ó  

emanan de la naturaleza humana, siendo deber de los rganos del Estado respetaró  

y promover tales derechos, garantizados por esta Constituci n, as  como por losó í  

tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

D CIMO  TERCEROÉ :  Que  la  disposici n  constitucional  citadaó  

precedentemente permite la incorporaci n al derecho nacional de las obligacionesó  

contempladas en los instrumentos internacionales que recogen principios generales 

del derecho humanitario, entre las cuales se cuenta la obligaci n de indemnizaró  

ntegramente los da os cometidos por violaciones de los derechos humanos, la queí ñ  

adquiere rango constitucional.

D CIMO CUARTOÉ : Que la prescripci n extintiva de la acci n deducidaó ó  
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no puede por tanto decidirse sobre la base de las disposiciones del C digo Civil,ó  

las que son aplicables a delitos civiles comunes, representando un estatuto jur dicoí  

insuficiente para la entidad del hecho il cito en cuesti n, cual es la comisi n deí ó ó  

cr menes de lesa humanidad y la consecuente necesidad de reparaci n, quedandoí ó  

la acci n indemnizatoria en tal caso bajo las normas que emanan del Derechoó  

Internacional de los Derechos Humanos y del ius cogens o reglas imperativas de 

derecho internacional.

D CIMO  QUINTOÉ :  Que,  en  consecuencia,  no  existe  norma 

internacional,  como  tal,  incorporada  a  nuestro  ordenamiento  jur dico  queí  

establezca  la  imprescriptibilidad  gen rica  de  acciones  orientadas  a  obtener  elé  

reconocimiento de la responsabilidad del Estado por delitos de lesa humanidad. 

Sin perjuicio de ello, de los variados tratados internacionales suscritos por Chile, 

es posible concluir que cuando se trata de la vulneraci n por motivos pol ticos deó í  

los derechos fundamentales, anteriores y superiores stos al Estado mismo y a laé  

Constituci n, nuestro derecho interno, a la luz de los tratados internacionales enó  

esta materia, debe darles seguridad y eficaz protecci n, reconociendo, declarandoó  

y potenciando el ejercicio de los derechos, debiendo el Estado cumplir no s lo conó  

su obligaci n de investigar y sancionar los delitos contra los derechos humanos,ó  

sino que tambi n repararlos en su integridad.é

D CIMO SEXTOÉ : Que, de esta manera, la acci n resarcitoria de losó  

delitos de lesa humanidad es tan imprescriptible como lo es la investigaci n yó  

sanci n  de  los  mismos,  de  modo  que  siendo  uno  de  estos  il citos  el  hechoó í  

generador del da o que se invoca, no resultan atingentes las normas del derechoñ  

interno  previstas  en el  C digo Civil  sobre  prescripci n  de las  acciones  civilesó ó  

resarcitorias comunes, ya que existe un estatuto normativo internacional que ha 

sido  reconocido  por  nuestro  pa s  al  efecto.  As  las  cosas,  la  excepci n  deí í ó  

prescripci n  extintiva  opuesta  por  el  demandado  tambi n  habr  de  seró é á  

desestimada.

D CIMO  S PTIMOÉ É :  Que  en  cuanto  a  la  procedencia  de  la 

indemnizaci n de perjuicios por da o moral, entendido este como un detrimentoó ñ  

que se causa por la vulneraci n a los sentimientos ntimos de una persona, comoó í  

tambi n  el  que  surge  producto  del  dolor  f sico  o  ps quico  infligidoé í í  

antijur dicamente a un individuo, habr  de decirse que, en la especie y como yaí á  

se ha dicho, se ha acreditado suficientemente que el hermano de los demandantes 

fue v ctima de privaci n de libertad y torturas a manos de agentes del Estado,í ó  

luego del quiebre institucional acaecido en Chile en septiembre de 1973, lo que es 
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bastante para haber generado en sus familiares  directos,  tales  como sus hijos, 

secuelas como las descritas en el libelo, y tambi n por los informes psicol gicosé ó  

acompa ado, suponiendo todo esto una inconmensurable aflicci n tanto espiritualñ ó  

como  f sica  experimentada  por  el  actor,  dif cilmente  superable  por  el  meroí í  

transcurso del tiempo, y que es consecuencial a un sistem tico actuar despiadadoá  

llevado a cabo por agentes del Estado.

D CIMO  OCTAVOÉ :  Que  el  hito  generador  de  los  perjuicios  cuya 

indemnizaci n se persigue es inherente a todo cuanto fluye de los hechos dadosó  

por  acreditados  y  no  discutidos  por  el  demandando,  siendo  el  da o  alegadoñ  

igualmente inseparable de la naturaleza de los hechos, en cuanto resulta evidente 

que ste se produjo al verse el hermano del actor privado arbitrariamente de sué  

libertad  personal  y  luego  habiendo  sido  desaparecido.  De  esta  manera,  las 

conductas materializadas por agentes del Estado de Chile produjeron el evidente 

da o  moral  padecido  por  los  demandantes,  encontr ndose  el  primero  enñ á  

definitiva, obligado a indemnizar al segundo.

D CIMO NOVENOÉ : Que, en relaci n con el quantum indemnizatorio,ó  

cabe tener presente que en el presente juicio no ha sido acreditado que los actores  

hayan  sido  beneficiarios  de  pensiones  pecuniarias  por  parte  del  Estado,  ni 

tampoco su monto. No obstante ello, y teniendo presente lo ya consignado en los 

motivos precedentes, la suma que con motivo de esta sentencia se conceder  a losá  

demandantes a t tulo de da o moral se fijar  en la suma de $15.000.000 paraí ñ á  

cada uno de ellos.

VIG SIMOÉ : Que, en materia de reajustes, como no habr  de concederseá  

una indemnizaci n por da o emergente o lucro cesante, ni tampoco por el totaló ñ  

de lo pretendido a t tulo de reparaci n de da o moral, ninguna importancia oí ó ñ  

utilidad revisten estos accesorios para la actualizaci n del valor adquisitivo de laó  

moneda, toda vez que ste va considerado en el monto que es actualmente fijadoé  

para avaluar la indemnizaci n prudencialmente determinada.ó

VIG SIMO  PRIMEROÉ :  Que,  en  lo  que  concierne  a  los  intereses 

reclamados,  es  preciso  se alar  que  si  bien  es  efectivo  que  la  cuant a  de  lañ í  

obligaci n  indemnizatoria  se  fija  prudencialmente  en  la  sentencia  definitivaó  

cuando su objeto es resarcir el da o extrapatrimonial, es cierto tambi n que lañ é  

decisi n contenida en la misma sentencia se propone dirimir el conflicto en formaó  

definitiva e impone una condena pura y simple a pagar esta suma de dinero con 

fines reparatorios, sin perjuicio de que existan recursos posibles en su contra. As ,í  

entonces, la obligaci n adquiere un objeto determinado por el fallo de la instanciaó  
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y, por tanto, se hace susceptible de un cumplimiento espont neo por el deudor aá  

contar  del  instante  en  que  la  sentencia  surte  sus  efectos,  es  decir,  desde  su 

notificaci n legal. En este sentido, la meramente hipot tica disconformidad de laó é  

parte  vencida con el  fallo  y  el  ejercicio  eventual  de  medios  recursivos  en su 

contra, no enerva la aptitud del fallo para disponer actualmente la condena del 

deudor, fijando con certeza inmediata el monto de la indemnizaci n (aunque, enó  

su caso, supeditado a la confirmaci n  del tribunal superior) y, por tanto, es, a“ ó ”  

contar  de  ese  momento,  que  debe  considerarse  la  mora  del  deudor  para  los 

efectos de devengar el capital adeudado los intereses legales. 

Por lo dem s, una interpretaci n en contrario conduce a que en el tiempoá ó  

intermedio entre la notificaci n de la sentencia definitiva y su adquisici n de unó ó  

car cter firme, el capital asentado en el fallo permanecer  invariable, sin reajustesá á  

ni intereses, vulner ndose el indiscutido principio del valorismo en las obligacionesá  

dinerarias, y el de la reparaci n integral del da o, toda vez que los perjuiciosó ñ  

ocasionados, adem s, con el retardo en el pago de una suma de dinero (que es loá  

que previene el art culo 1559 del C digo Civil) quedar n sin resarcir. í ó á

Por estos motivos, se acceder  a la condena al pago de intereses corrientesá  

para operaciones en moneda nacional no reajustables a contar de la poca de laé  

notificaci n de esta sentencia y hasta su pago efectivo o soluci n.   ó ó

VIG SIMO  SEGUNDOÉ :  Que  no  siendo  completamente  vencido  el 

demandado, no se acceder  a la condena en costas de este.á

POR ESTAS CONSIDERACIONES, y visto adem s lo dispuesto en losá  

art culos 5, 6, 7 y 38 inciso segundo de la Constituci n Pol tica de la Rep blica;í ó í ú  

4,  5,  7,  17,  32, 63 y 68 N  2 de la Convenci n Americana sobre Derechos° ó  

Humanos;  5  N  2  y  9  N  5  del  Pacto  Internacional  de  Derechos  Civiles  y° °  

Pol ticos de las Naciones Unidas; 4 de la Ley Org nica Constitucional N  18.575;í á °  

1 y 2 de la Ley N  19.123; 1 y 2 de la Ley N  19.992; 1 de la Ley N  20.874;° ° °  

1437, 1698 y siguientes, 2284, 2314, 2332, 2514 y 2515 del C digo Civil; y 144,ó  

160, 170, 254, 341, 342 N  3, 346 N  1, 356, 384 N  2, 399, 402, 426, 748 y 751° ° °  

del C digo de Procedimiento Civil; ó SE DECLARA:

I.- Que se rechazan las excepciones de preterici n, reparaci n integral yó ó  

prescripci n extintiva opuestas por el demandado en su escrito de contestaci n.ó ó

II.- Que  se  acoge,  parcialmente,  la  demanda  de  indemnizaci n  deó  

perjuicios deducida en autos, a folio 1, s lo en cuanto se condena al demandadoó  

Fisco de Chile, por concepto de da o moral, la suma de $ 15.000.000 en favor deñ  

cada uno de los actores.
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III.- Que las sumas decretadas precedentemente deber n ser pagadas coná  

intereses  corrientes  para  operaciones  no  reajustables  en  moneda  nacional 

calculados a contar de la poca de notificaci n de la presente sentencia a la parteé ó  

demandada y hasta la poca de pago efectivo.é

IV.- Que cada parte asumir  sus costas.á

REG STRESE Y NOTIF QUESEÍ Í

PRONUNCIADA  POR  GUSTAVO  CER N  SEGUEL,  JUEZÓ  

SUBROGANTE

En  Santiago,  a  veinte  de  octubre  de  dos  mil  veintitr sé ,  se notific  por eló  

estado diario, la resoluci n precedente.ó
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